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Sobre: 
INJUNCTION, 

Violación al Debido 
Proceso de Ley en 

Acción Laboral 

Panel integrado por su presidente, el Juez Vizcarrondo Irizarry, 

la Juez Colom García y la Juez Cortés González  

 

Vizcarrondo Irizarry, Juez Ponente 
 

SENTENCIA  
 

En San Juan, Puerto Rico, a 31 de agosto de 2016. 

 Comparece la Sra. Yomarie Pagán González, en adelante 

apelante,  y solicita la revocación de una sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San Juan (T.P.I.) 

el 15 de junio de 2016, notificada en esa misma fecha.1   

 Mediante la referida sentencia se desestimó una Solicitud 

de Injunction presentada por la parte aquí apelante, por carecer 

ésta de una causa de acción que justifique la concesión de un 

remedio.  Por haberse convertido en académico el recurso de 

                                                 
1
 Mediante resolución de 29 de Julio de 2016, se dictó no ha lugar a la solicitud de reconsideración 

presentada por la parte apelante.  
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apelación presentado, desestimamos el mismo bajo las 

disposiciones de la Regla 83(C) del Reglamento de Apelaciones. 

I 

 Mediante Sentencia del T.P.I. de 15 de junio de 2016, se 

desestimó un recurso de Injunction en que la Sra. Pagán 

González solicitaba que el tribunal paralizara el proceso de 

destitución del puesto de carrera que ocupaba como Oficinista 

III, hasta tanto se le permitiera comparecer a la vista informal 

acompañada de su representante legal.   

 El T.P.I., tras evaluar los méritos del caso, determinó que 

el Departamento de Hacienda cumplió con las garantías mínimas 

procesales de notificarle a la señora Pagán González una vista 

informal, previo a su despido y que por ser una vista informal no 

está sujeta a las garantías procesales de un procedimiento 

formal administrativo, por lo que no se requería que se le 

apercibiera del derecho a estar representada por un abogado en 

la vista informal.   

 Inconforme con el referido dictamen, la señora Pagán 

González, acudió en apelación ante nos formulando el siguiente 

señalamiento de error: 

 Erró el T.P.I., Sala de san Juan, al dictar 
sentencia en el caso de epígrafe en la cual 

declaró no ha lugar la demanda presentada por 
la parte demandante-apelante y desestimó el 

injunction solicitado por entender que el 
Departamento de Hacienda no tiene que apercibir 

al empleado de asistir a la vista informal con 
abogado cuando la controversia planteada no 

trataba de apercibir sino de permitir la entrada a 
la vista informal del abogado contratado por la 

empleada. 
 

 Como parte del escrito de apelación, la parte apelante 

solicitó la paralización de los procedimientos administrativos, a 

fin de que la controversia no se tornase académica.  Es de notar 
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que la parte apelante no formuló esta solicitud mediante una 

Moción de Auxilio de Jurisdicción.   

 El 16 de agosto de 2016, mediante Resolución este panel 

dictaminó:  

Atendido el recurso de apelación presentado el 18 

de julio de 2016, traído a nuestra consideración el 
9 de agosto de 2016, en el cual se solicita de 

forma incidental la paralización de una vista 
informal ante el Departamento de Hacienda, 

pautada para el 19 de julio de 2016, se declara 
académica la referida solicitud de paralización. 

 

En reacción al recurso de apelación presentado, la parte 

apelada ha comparecido mediante Moción solicitando 

desestimación por Académico, informándole a este tribunal que 

la vista informal pautada para celebrarse no se celebró, a pesar 

de que el Departamento de Hacienda citó a la aquí apelante en 

tres ocasiones.  Informa que la destitución de la señora Pagán 

González se practicó y fue efectiva el 1 de agosto de 2016, fecha 

en que le fue notificada la misma, mediante diligenciamiento 

personal.  Indica que dicha parte podrá ejercer su derecho a 

recurrir de dicho dictamen a los foros correspondientes para 

impugnar su destitución y formular cualquier reclamo 

relacionado al proceso administrativo.   

 No obstante, en lo que toca a la controversia que presenta 

el caso de epígrafe, sostiene la parte apelada que habiendo sido 

destituida la parte apelante, no existen procedimientos a 

celebrarse en el Departamento de Hacienda, a los que ésta deba 

acudir acompañada de abogado o que deban ser paralizados.  

Por tal razón sostiene la parte apelada que la controversia de 

marras se ha tornado académica. 

 Ante este señalamiento dictamos resolución el 23 de 

agosto de 2016, requiriendo a la parte apelante a que conteste 

el mismo.  La parte apelante ha comparecido en el término de 
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cinco (5) días concedido.  Mediante Moción en Cumplimiento de 

Orden y en Contestación a Moción Solicitando Desestimación por 

Académico, la parte apelante rechaza la pretensión de la 

apelada, para que se desestime la presente causa.  Sostiene 

que, si bien es cierto que la destitución de la apelante fue 

efectiva el 1ro. de agosto de 2016, ésta se realizó obviando el 

hecho de que el caso de epígrafe se presentó el 18 de julio de 

2016, por lo que la Sentencia apelada no había advenido final y 

firme. 

 Señala que a la parte apelante se le privó de una vista 

administrativa informal, que el Departamento de Hacienda la 

destituyó sin más citarle ni oírle, a pesar de que ésta se 

encontraba bajo tratamiento médico.  Y finalmente se le privó de 

ganarse su sustento, se le despojó de su derecho propietario a 

ocupar su puesto, aun cuando ésta ejerció y activó 

oportunamente su derecho a un debido proceso de ley. 

 En lo que toca al planteamiento de alegada academicidad, 

sostiene la apelante que en su caso aplica la primera de las 

excepciones a la doctrina de academicidad.  Expresa que este 

foro tiene ante sí una controversia con una probabilidad 

razonable de recurrencia y que por su naturaleza se evada su 

adjudicación o revisión.  Manifiesta que incluso puede repetirse 

entre las partes de epígrafe al impugnar su destitución y 

levantar nuevamente dicho reclamo y que finalmente, también 

se configura la excepción de consecuencias colaterales, pues la 

apelante fue destituida pero puede adjudicarse si ésta tenía el 

derecho a estar asistida de abogado en la vista informal y probar 

que la determinación de la agencia fue errónea, previo a ser 

privada de ese derecho fundamental. Por tanto, la apelante 
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solicitó se declare no ha lugar la Moción de Desestimación por 

academicidad. 

II 

 
Derecho aplicable 

 
Academicidad 

 
Nuestro ordenamiento jurídico reconoce como un 

imperativo que, bajo el principio de justiciabilidad, tiene que 

existir una controversia real para el ejercicio válido del poder 

judicial. E.L.A. v. Aguayo, 80 DPR 552, 584 (1958).  Uno de los 

impedimentos para que un caso sea justiciable es la 

academicidad de la causa de acción.  El concepto de 

academicidad es uno de auto-limitación judicial.  Este “recoge la 

situación en que, aun cumplidos todos los requisitos de 

justiciabilidad, los cambios fácticos o judiciales acaecidos 

durante el trámite judicial de una controversia tornan en 

académica o ficticia su solución”. El Vocero v. Junta de 

Planificación, 121 DPR 115, 123 (1988); Com. De la Mujer v. 

Srio. de Justicia, 109 DPR 715, 725 (1980).  Esta doctrina se 

apoya en los siguientes fundamentos: (1) evitar el uso 

innecesario de los recursos judiciales; (2) asegurar la existencia 

de suficiente contienda adversativa sobre las controversias para 

que sean competente y vigorosamente presentadas por ambas 

partes; y (3) evitar un precedente innecesario. 

A esos efectos, el Tribunal Supremo expuso en P.N.P. v. 

Carrasquillo, 166 DPR 70 (2005), lo siguiente: 

Como norma general, un caso debe 
desestimarse por académico cuando los hechos o el 

derecho aplicable han variado de tal forma que ya no 
existe una controversia actual entre partes adversas. 

Comisión de la Mujer v. Secretario de Justicia, 109 
DPR 715 (1980), Chemerinsky, [supra, a la pág. 

112].  En esencia, la academicidad no es otra cosa 
que la “doctrina de la acción legitimada enmarcada 

en el tiempo: El interés personal requerido debe 
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existir al comienzo del litigio (standing) y debe 

continuar durante toda la duración del mismo 
(academicidad)”. Henry P. Monaghan, Constitutional 

Adjudication: The Who and When, 82 Yale L. J. 1363, 
a la pág. 1384 (1973) (traducción nuestra).  Véase 

además, U.S. Parole Commission v. Geraghty, 445 
U.S. 388, a la pág. 397. 

 

En el caso de Cruz v. Adm. De Corrección, 164 DPR 341 

(2005), el Tribunal Supremo, al analizar el alcance del concepto 

de academicidad, expresó el principio en los siguientes términos: 

En el normativo caso de E.L.A. v. Aguayo, 80 

DPR 552 (1958), expresamos que un pleito es 
académico cuando la sentencia que sobre el mismo 

se dictare, “[ ... ] por alguna razón, no podrá tener 
efectos prácticos".  Abundando sobre el tema, en 

Com. de la Mujer v. Srio. De Justicia, 109 DPR 715, 
724-725 (1980), resolvimos que el concepto de lo 

"académico" en la litigación "recoge la situación en 

que, aun cumplidos todos los requisitos de 
justiciabilidad, los cambios fácticos o judiciales 

acaecidos durante el trámite judicial de una 
controversia, tornan en académica o ficticia su 

solución".  Al examinar la academicidad de un caso, 
debemos evaluar los eventos anteriores, próximos y 

futuros, a fines de determinar si su condición de 
controversia viva y presente subsiste con el 

transcurso del tiempo. Pres. del Senado, 148 DPR 
737, 759 (1999).  En Asociación de Periodistas v. 

González Vázquez, 127 DPR 704 (1991), citando al 
Profesor Tribe, expusimos que "[u]na vez se 

determina que un caso es académico los tribunales, 
por imperativo constitucional (ausencia de 'caso o 

controversia') o por motivo de auto-limitación 

judicial, deben abstenerse de considerarlo en sus 
méritos.  Sin embargo, aún ante la presencia de un 

caso evidentemente académico, las complejidades de 
la doctrina nos llevan a preguntarnos si existe alguna 

razón que mueva al tribunal a considerar tal caso 
impregnado de academicidad". 

 
Bajo ese tenor, se han elaborado una serie de 

excepciones que, de estar presente alguna de ellas, 
permiten que se considere un caso posiblemente 

académico, a saber: "cuando se plantea una cuestión 
recurrente; si la situación de hechos ha sido 

modificada por el demandado, pero no tiene 
características de permanencia; o donde aspectos de 

la controversia se tornan académicos, pero persisten 

importantes consecuencias colaterales". Angueira v. 
J.L.B.P., 150 DPR 10 (2000). 

En fecha más reciente, en el caso Aponte Hernández, et 

als v. Acevedo Vilá, 168 DPR 443 (2006), el Tribunal Supremo 
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volvió a examinar la doctrina de academicidad.  Por la 

importancia que dicha discusión reviste, a continuación citamos 

su contenido: 

La doctrina de justiciabilidad imprime a nuestro 

ordenamiento jurídico ciertas limitaciones al ejercicio 
del poder judicial con el fin de que los tribunales 

puedan precisar el momento oportuno para su 
intervención.  Hemos resuelto que un caso no es 

justiciable cuando las partes no tienen legitimación 
activa, cuando el caso no está maduro, cuando se 

presenta una cuestión política o cuando la 
controversia se ha tornado académica. Noriega v. 

Hernández Colón, 135 DPR 406 (1994). 

Una controversia es académica, y por tanto no 
apta para la intervención judicial, cuando los hechos 

o el derecho aplicable han variado de tal forma que 
ya no existe una controversia actual entre partes 

adversas. PNP v. Carrasquillo, 166 DPR 70 (2005).  
Este precepto legal exige que exista una controversia 

real en todas las etapas del proceso judicial, tanto la 
inicial como la apelativa. Véase Lewis v. Continental 

Bank Corp., 494 U.S. 472 (1990); E. Chemerinsky, 
Constitutional Law Principles and Policies, 2da ed., 

New York, Aspen Publisher, 2002, sec. 2.7.1, pág. 
112.  Su análisis requiere la evaluación de los 

eventos anteriores, próximos y futuros, para 
determinar si su condición de controversia viva y 

presente subsiste con el transcurso del tiempo. San 

Antonio Maritime v. P.R. Cement Co., 153 DPR 374 
(2001).  

Esta normativa persigue el propósito de evitar 
decisiones judiciales que acarreen pérdida de 

tiempo, conflicto con otras ramas del gobierno o que 
puedan estar diseñadas sin el beneficio de 

argumentos propios de partes adversas. R. Serrano 
Geyls, Derecho Constitucional de Estados Unidos y 

Puerto Rico, Colegio de Abogados, 1986, Vol. I, pág. 
122.  Intenta impedir, además, el uso innecesario de 

los recursos judiciales y obviar pronunciamientos 
autoritativos de los tribunales que resulten 

superfluos. Emp. Pur. Des., Inc. v. H.I.E.Tel., 150 
DPR 924 (2000); C.E.E. v. Depto de Estado, 134 DPR 

927 (1993). 
 

III 

 Evaluados los argumentos de las partes en sus respectivos 

escritos, resolvemos desestimar la presente causa por 

academicidad.  Veamos. 

 Los primeros argumentos de la parte apelante sobre la no 

procedencia de la Moción de Desestimación por academicidad, se 
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refieren a planteamientos que son susceptibles de ser planteados 

en un recurso de Revisión, dirigido a impugnar la legalidad de la 

destitución.2  Éste, no es el caso para ello.  Reiteramos, que 

todos estos señalamientos podrán ventilarse en una revisión de 

ese dictamen, en una acción independiente de ésta.   

El segundo grupo de señalamientos esgrimidos por la 

apelante para impugnar la alegada academicidad de la causa, 

van dirigidos a plantear que aquí se dan excepciones a la 

doctrina de academicidad, a saber: 

1. Que este foro tiene ante sí una controversia con 

probabilidad razonable de recurrencia.   

2. Que puede repetirse al impugnar la destitución. 

3. Que no empece se haya despedido a la apelante, 

puede adjudicarse si ésta tenía el derecho a estar 

asistida de abogado en la vista informal.  

Discrepamos de tal análisis.  La única controversia que 

motivó la apelación del dictamen del T.P.I., fue porque el T.P.I. 

desestimó el Injunction, en que la aquí apelante sostenía que el 

Departamento de Hacienda tenía que apercibir a ésta de su 

derecho a estar asistida de abogado, cuando compareciera a la 

vista administrativa informal que se celebraría, como parte del 

trámite de destitución de ésta.  Eso era lo que estaba en 

controversia.   

El T.P.I. resolvió en su Sentencia, que la aquí apelante fue 

adecuadamente apercibida por la agencia en su notificación 

disciplinaria, de la prueba que existía en su contra y su derecho 

a una vista.  También de su derecho a una vista informal, previo 

                                                 
2
 Que se le privó de una vista administrativa  informal.  Que se le destituyó, sin más citarle ni 

oírle, mientras se encontraba bajo tratamiento médico.  Que se le privó de ganarse su sustento y se 

le despojó de su derecho propietario a ocupar un puesto. 
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a su despido.  No obstante, dicha vista no estaba sujeta a las 

garantías procesales de un procedimiento formal administrativo, 

por lo que no se requería que se le apercibiera de un derecho a 

estar asistida de abogado en dicha vista informal.   

Así, el T.P.I. desestimó el Injunction por carecer la 

demandante de una causa de acción que justifique la concesión 

de un remedio.  Al no celebrarse la vista administrativa informal 

y destituirse finalmente a la aquí apelante, perdió toda 

virtualidad la controversia de si debía apercibirse o no a la 

demandante de su alegado derecho a estar asistida de abogado 

en dicha vista informal.  

Pretender que nos expresemos sobre si debió hacerse tal 

apercibimiento o no, es pretender que formulemos una opinión 

consultiva, lo que nos está vedado por la normativa vigente.3 

IV 

 Por los fundamentos expresados se DESESTIMA la 

presente causa, bajo las disposiciones de la Regla 83(C), del 

Reglamento de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII-B, por 

academicidad. 

Notifíquese. 

 Lo acordó y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones. 

 

 

 
Lcda.  Dimarie Alicea Lozada 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 
 

                                                 
3
 La doctrina de academicidad tiene el propósito de evitar que los tribunales emitan opiniones 

consultivas mediante pronunciamientos autoritarios superfluos y evita el uso innecesario de los 

recursos judiciales.  Empresas Puertorriqueñas v. HIETEL, 150 DPR 924 (2000) 


